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RESUMEN






El presente estudio versa sobre la importancia de los procesos constitucionales y el rol que cumplen dentro del estado de derecho que nos rige, así como, en la defensa de nuestros derechos fundamentales recogidos en nuestra máxima norma; específicamente, del proceso constitucional de amparo. Bajo esa línea, abordamos respecto de los órganos jurisdiccionales competentes para su acción, de sus características, finalidad, y demás aspectos procesales que lo distinguen del resto de los procesos constitucionales que en su conjunto garantizan la supremacía y plena vigencia de nuestra Carta Magna, y defienden nuestros derechos como personas. Por último, en consonancia con el caso contenido en el expediente que genera el presente trabajo, recogemos puntos álgidos respecto de los organismos reguladores de los servicios públicos, como es el caso de OSIPTEL, a cargo de la regulación del mercado de telecomunicaciones; cuyo desempeño, concierne al deber especial de protección de parte del Estado e influye, directamente, en nuestros derechos e intereses como consumidores y usuarios de los servicios públicos esenciales. 
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ABSTRACT





The present study is about the importance of the constitutional processes and the role that play in our governs, as well as, in the defense of our fundamental rights included in our maximum norm; specifically, the constitutional amparo process. Most of them, we talk about the jurisdictional point for this action, their characteristics, purpose, and another aspects that distinguish it from the rest of the constitutional processes. Finally, we gonna take points about to the regulatory of the public services, it´s the case of OSIPTEL, that have the regulation of the telecommunications market; whose performance concerns the special duty of protection for the State, and directly influences our rights and interests as consumers and users of essential public services.



 
Keywords: Constitutional processes, fundamental rights, competent jurisdictions, regulatory bodies, special duty of protection, consumers and users.














DESARROLLO DE TESIS

TABLA DE CONTENIDOS






1. Síntesis de la demanda   …………………………………….…….  	06

2. Síntesis de la contestación de la demanda   ……………………  	08

3. Principales medios probatorios   …………………………………..	13

4. Sentencia del Juzgado Civil de Leoncio Prado   ..……………….	14

5. Sentencia de la Sala Civil del Distrito Judicial de Huánuco ………	15

6. Sentencia del Tribunal Constitucional   ……………………………	16

7. Jurisprudencia      …………………………………………………..	17

8. Doctrina     ……………………………………………………………	22

9. [bookmark: _GoBack]Síntesis analítica del trámite procesal  …………………………….	39

10. Opinión analítica del asunto sub materia    ………………………	44













SINTESIS DE LA DEMANDA


Ante el Juzgado Especializado en lo Civil de Leoncio Prado –Tingo María de la Corte Superior de Justicia de Huánuco, la ciudadana Leyler Torres del Águila, en fecha 12 de agosto del 2002, interpuso demanda de amparo contra el Organismo Supervisor de Inversión Privada en Telecomunicaciones, en adelante El OSIPTEL, y la empresa Telefónica Móviles S.A.C., con el objeto de que se deje sin efecto -por considerarla arbitraria y violatorio contra la libertad- la Resolución N° 01 emitida por El OSIPTEL en el Expediente N° 3901-2002/TRASU/GUS/RA, de fecha 18 de junio del 2002, mediante la cual dicho organismo declaró, en primer lugar, improcedente su recurso de apelación, para luego, en segundo lugar, declarar infundado el mismo pedido en clara contravención de normas expresas del ordenamiento; ordenándole el pago por un servicio que jamás recibió de la empresa operadora.

Como fundamentos de hechos de su demanda señala lo siguiente:
1. Que, El OSIPTEL, arbitrariamente ha dado por agotada la vía administrativa emitiendo una Resolución eminentemente contraria a ley, que pretende favorecer a la demandada Telefónica Móviles S.A.C. al disponer que efectúe el pago por un servicio que jamás recibió, ya que el celular que se le vendió nunca fue utilizado por su persona puesto que estaba malogrado y todo el tiempo estuvo en poder de: La "Empresa de Servicios Telefónicos Línea Directa E.I.R.L.", en la ciudad de Tingo María, de "Telefónica Movistar S.A.C". en la ciudad de Huánuco y por último fue remitido a la ciudad de Lima debido a las imperfecciones que presentaba.
2. Que, El OSIPTEL arbitrariamente pretende perjudicarla ordenando el pago, y de esta manera favorecer a la empresa que está estafando a los clientes que recurren a ellas con la finalidad de adquirir un celular Movistar, sin saber, una vez efectuado el pago, cuándo se les entregará el celular y si este será de segunda o tercera mano, como en su caso sucedió, que luego de recibirle el dinero nunca le hicieron entrega del celular en perfectas condiciones; sino por el contrario, le comunicaron que el aparato estaba malogrado y que le entregarían uno nuevo, promesa que a la fecha -de la demanda- no ha sido cumplida.
3. Que, al permitir que El OSIPTEL ordene el pago indebido a la empresa se le está perjudicando económicamente, ya que pagó por la adquisición de un celular nuevo y en perfectas condiciones y no por un celular en desuso, más aun, cuando sabiendo que no lo ha utilizado le refieren que debe pagar por el servicio no recibido; lo que significa un acto arbitrario que viola derechos y principios constitucionales como el de legalidad y del debido proceso.

Cita como fundamentación jurídica:

1. La Constitución Política del Perú: Artículos 2°, inciso 20, 59°, 60° y 61°.
2. Ley N° 23506 - Ley de Hábeas Corpus y Amparo y sus modificatorias.


Ofrece como medios probatorios:

1. Copia de la Resolución N° 01, de fecha 18 de junio de 2002, correspondiente al Expediente N° 3901-2002/TRASU/GUS/RA, que declara improcedente y luego infundado su recurso de apelación, y ordena que pague a la empresa operadora.
 
2. La Carta de fecha 08 de julio del 2002, remitida por la empresa Telefónica Móviles S.A.C., donde se le conmina a pagar por el servicio que no recibió.

3. Copia de la Declaración de la Gerente de la Empresa de Servicios Telefónicos Línea Directa, Clementina Larrea Céspedes, de fecha 27 de febrero de 2002, donde efectivamente refiere que el celular que le vendieron estuvo malogrado.















I.  SINTESIS DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA


Contestación de El OSIPTEL

El 19 de setiembre de 2002, El OSIPTEL, debidamente representado por Luciano Barchi Velaochaga, respondió la demanda negando y contradiciendo todos sus extremos por los siguientes fundamentos de hecho y de derecho:

1. Que, El OSIPTEL es un organismo de derecho público interno, con autonomía administrativa, técnica, económica y financiera, creado y regulado por el artículo 77° del Texto Único Ordenado de la Ley de Telecomunicaciones. Entre sus funciones tiene la de regular y supervisar las obligaciones y derechos que recíprocamente se deben los usuarios de los servicios públicos de telecomunicaciones y las empresas operadoras que los prestan. Asimismo, pone a disposición de los usuarios una vía administrativa y una autoridad técnicamente idónea para resolver las situaciones de conflicto surgidas entre ambas partes cuando éstas, tengan que ver con la facturación o la calidad del servicio. El procedimiento consiste en que los usuarios harán valer su reclamo primero ante la empresa operadora (que posee 02 instancias para reclamos) y posteriormente ante El OSIPTEL, al que le corresponde decidir, a través del Tribunal Administrativo de Solución de Reclamos de Usuarios (TRASU), en última instancia administrativa, agotando dicha vía.

2. Que, en fecha 04 de marzo de 2002, la demandante presentó un reclamo ante las Oficinas de Telefónica Móviles S.A.C. por la facturación de cargo fijo contenido en los recibos de diciembre de 2001, enero y febrero de 2002; asimismo, refiere que el 13 de marzo del mismo año, la empresa operadora le comunicó, independientemente que su reclamo fue extemporáneo, que ha realizado el ajuste correspondiente en sus facturaciones, lo cual resulta beneficioso para la usuaria; y que en su recurso de apelación El TRASU de El OSIPTEL, emitió fallo como segunda instancia declarando infundado el extremo del reclamo de diciembre 2001 dada su extemporaneidad, e improcedente respecto de los recibos de enero y febrero de 2002, toda vez que la empresa ya había realizado el reajuste a favor de la demandante; con lo cual se finalizó la vía administrativa.
3. Que, al carecer la acción de amparo de etapa probatoria, no constituiría la vía pertinente para dilucidar las cuestiones planteadas, más aún cuando en este tipo de proceso debe exhibirse el expediente administrativo en una Audiencia de Pruebas, de la cual el amparo carece. Asimismo, que reiterada jurisprudencia ha referido que la vía correcta que si cuenta con etapa probatoria es el proceso contencioso administrativo, en el cual se impugna directamente la invalidez o ineficacia de las resoluciones administrativas.
4. Que, en cuanto a los meses de enero y febrero de 2002, el reclamo de la demandante culminó con pronunciamiento favorable a ella, toda vez que en la Resolución N° 01 el TRASU declaró Improcedente dicho extremo, pero no debido a que la demandante no tuviera razón, sino que la empresa operadora ya había accedido a su pedido, actuándose las notas de débito correspondientes a favor de la demandante, y que ante la situación de sustracción de la materia respecto de los meses mencionados, el TRASU declaró Improcedente su reclamo.
5. Que, en lo que respecta al mes de diciembre de 2001, el artículo 30° de la Resolución N° 015-99-CD/OSIPTEL, vigente a la fecha de presentación del reclamo, refiere que la presentación de reclamos podrá hacerse dentro del plazo de 15 días hábiles después de la fecha de vencimiento del recibo que contiene la facturación reclamada. Por ello, el TRASU dio cumplimiento a lo estrictamente establecido en dicho artículo, al verificar que se había excedido el plazo establecido.
6. Que, la Ley N° 27336, señala de manera expresa que el TRASU de El OSIPTEL, es la última instancia administrativa en el procedimiento de solución de reclamos de usuarios de servicios públicos de telecomunicaciones, por lo tanto, con la decisión de EL OSIPTEL se agotó la vía administrativa.


Ofrece como medios probatorios:
1. Copia de la Resolución N° 01, de fecha 18 de junio de 2002, correspondiente al Expediente N° 3901-2002/TRASU/GUS/RA.
2. El cargo de notificación de la citada Resolución N° 01, de fecha 18 de junio de 2002, dando a conocer la citada Resolución N° 01, y que se ha agotado la vía administrativa.
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Contestación de la empresa Telefónica Móviles S.A.C.

La empresa Telefónica Móviles S.A.C., debidamente representada por Javier Alejandro Vega Glados, el 20 de setiembre del 2002, replicó la demanda, negando y contradiciendo sus extremos, con los siguientes fundamentos de hecho y derecho:

1. Que, en fecha 21 de diciembre de 2001, la demandante celebró un contrato de prestación de servicios de telefonía móvil con su representada, adjudicándosele un servicio móvil, y que en el mismo acto, adquirió también un equipo celular por el que pagó el importe de US$ 69.00; asimismo, que el 04 de marzo de 2002, presentó ante su representada un reclamo de la facturación de los meses de diciembre 2001 y enero 2002, indicando que no cancelaría ningún recibo toda vez que se le entregó un celular defectuoso.

2. Que, la resolución de primera instancia fue emitida el 13 de enero de 2002, indicándole a la demandante que su reclamo había sido declarado improcedente por extemporáneo, debido a que había transcurrido el plazo de 15 días hábiles posteriores a la fecha de vencimiento de los recibos; no obstante, que por motivos de fidelización, se procedió a ajustar US$ 26.98 y US$ 30.99 por cada recibo.

3. Que, en cuanto a lo que refiere la demandante respecto a la falta de entrega de su equipo celular, se le indicó que podrá recogerlo en la oficina comercial de la ciudad de Tingo María. También se le recordó que registraba en el sistema una permanencia forzosa de 10 meses adicionales, ello de acuerdo al contrato que suscribió.

4. Que, la demandante presentó su apelación el 24 de abril de 2002, y que elevado el expediente de reclamo al TRASU de El OSIPTEL, éste emitió la Resolución N° 01 el 18 de junio del mismo año, declarando improcedente su recurso por concepto facturado de los recibos de enero y febrero de 2002, mientras que el concepto facturado en el recibo de diciembre de 2001 fue declarado infundado.

5. Que, la demandante indica que la Resolución N° 01 de El OSIPTEL, correspondiente al Expediente N° 3901-2002/TRASU/GUS/RA, es arbitraria, sin embargo no expone claramente los fundamentos que acreditan su afirmación.

6. Que, la figura idónea para atacar dicha resolución administrativa se encuentra regulada en el artículo 540° de Código Procesal Civil, en el que se reconoce la posibilidad de impugnar resoluciones administrativas, mediante la acción contencioso administrativa a fin de que se declare su invalidez o ineficacia.

7. Que, la demandante, sin aportar medio probatorio, tilda a su representada de estafadora, al señalar que hace entrega a sus clientes de equipos celulares de mala calidad y de segunda o tercera mano.



Ofrece como medios probatorios:

1. El expediente presentado ante el TRASU.












































II. FOTOCOPIAS DE RECAUDOS Y PRINCIPALES MEDIOS PROBATORIOS









































III. FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DEL JUZGADO CIVIL DE LA PROVINCIA DE LEONCIO PRADO – TINGO MARÍA DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE HUÁNUCO







































IV. FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DE LA SALA CIVIL DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE HUÁNUCO








































V. FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL






















VI. JURISPRUDENCIA DE LOS ÚLTIMOS 10 AÑOS



1. Respecto al deber especial de protección de los derechos fundamentales:

Los poderes públicos, en general, tienen un deber especial de protección de los derechos fundamentales de la persona. Tal deber de protección exige la actuación positiva de aquéllos. Tratándose de órganos administrativos, tal función comprende todas aquellas actuaciones positivas que la Constitución o las leyes le atribuyen para la protección de los derechos fundamentales, tanto frente a actos del propio Estado como respecto a los provenientes de particulares. En consecuencia, si un órgano administrativo omite el cumplimiento de la actuación positiva destinada a la protección de derechos fundamentales de la persona frente a actos del propio Estado o de particulares, habrá incurrido en la omisión de su deber de protección de derechos fundamentales y, en consecuencia, los habrá afectado. Sentencia de fecha 12 de abril del 2007, emitida en el Exp. N.° 5637-2006-PA/TC. (Tribunal Constitucional, 2007)
2. De la finalidad del proceso de amparo:

En tal sentido este Tribunal tiene establecido en su jurisprudencia que el amparo y con él todos los procesos constitucionales de la libertad, sólo tienen por finalidad restablecer el ejercicio de un derecho constitucional, esto es, tienen una finalidad eminentemente restitutoria. Lo que significa que teniendo el recurrente la calidad de titular del derecho constitucional, el amparo tendrá como propósito básicamente analizar si el acto reclamado es o no lesivo de aquel atributo subjetivo reconocido por la Carta Magna, mas no declarar o constituir un derecho. El artículo 1° del Código Procesal Constitucional señala que su finalidad es la de reponer las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación de un derecho constitucional, lo que comporta que el recurrente sea o haya sido, hasta antes de la lesión, titular del derecho, pues de otro modo no se podrían restablecer las cosas al estado anterior. En el amparo no se discuten cuestiones concernientes a la titularidad de un derecho -así sea este constitucional- sino el modo de restablecer su ejercicio, si acaso éste resultó lesionado. Sentencia de fecha 02 de abril del 2007, emitida en el Exp. N.° 9226-2006-PA/TC. (Tribunal Constitucional, 2007)


3. De la procedencia del proceso de amparo:

(…) el Tribunal Constitucional en reiterada jurisprudencia ha sostenido que el artículo 5°, inciso 1) del Código Procesal Constitucional constituye un presupuesto procesal de observancia obligatoria cuando se trata de identificar la materia que puede ser de conocimiento en procesos constitucionales como el amparo. En efecto, procesos como el amparo, por la propia naturaleza del objeto a proteger, sólo tutelan pretensiones que están relacionadas con el ámbito constitucional de un derecho fundamental susceptible de protección en un proceso constitucional. Sentencia de fecha 09 de diciembre del 2008, emitida en el Exp. N.° 01537-2008-PA/TC. (Tribunal Constitucional, 2008)


4. Del carácter residual o excepcional del proceso del amparo:

3. En efecto, conforme al inciso 2) del artículo 5° del Código Procesal Constitucional, los procesos constitucionales son improcedentes cuando "existan vías procedimentales, igualmente satisfactorias, para la protección del derecho constitucional amenazado o vulnerado (..)"; es decir, si el agraviado dispone de otros mecanismos en la vía judicial ordinaria que tienen también la finalidad de proteger los derechos constitucionales presuntamente vulnerados y son igualmente idóneos para la defensa de los derechos que considera lesionados, debe acudir a ellos debido al carácter residual del proceso de amparo.

4. Este Tribunal Constitucional ha interpretado dicha disposición señalando, respecto del proceso de amparo, que "(...) si hay una vía efectiva para el tratamiento de la temática propuesta por el demandante, esta no es la excepcional del amparo que, corno se dijo, constituye un mecanismo extraordinario" (RTC N.° 4196-2004- AA/TC, Fundamento 6). Sentencia de fecha 14 de julio de 2014, emitida en el Exp. N.° 03811-2013-PA/TC. (Tribunal Constitucional, 2014)

	
5. De modo, pues, que el diseño constitucional de los derechos protegidos por el proceso de amparo, bien puede caracterizarse por tener un carácter totalizador, esto es, comprender residualmente la protección de todos los derechos constitucionales no protegidos por los otros procesos de tutela de los derechos fundamentales (hábeas corpus y hábeas data). Sentencia de fecha 18 de febrero del 2005, emitida en el Exp. N.° 03179-2004-AA/TC. (Tribunal Constitucional, 2005)	

6. Carencia de etapa probatoria en el proceso de amparo:
	
Que por otro lado, resulta importante subrayar que en los procesos constitucionales no existe etapa probatoria, porque el acto lesivo que vulnera o amenaza el derecho fundamental recae directamente en el titular del derecho, sin necesitar que exista entre éste y la lesión un hecho posible de interpretación. Sentencia de fecha 07 de noviembre del 2007, emitida en el Exp. N.° 01324-2007-AA/TC. (Tribunal Constitucional, 2007)



7. (…), resulta imperativo para este Tribunal poner de manifiesto un error acerca de la interpretación y aplicación del artículo 9º del Código Procesal Constitucional. Y es que si bien es cierto la aludida disposición prescribe, literalmente, que no existe etapa probatoria en los procesos constitucionales, ello no implica que no puedan aceptarse demandas en las que se adjunte medios probatorios de actuación inmediata. Esto se debe a la naturaleza de los procesos constitucionales, en los que no se pretende acreditar un mejor derecho, sino establecer si determinado acto ha vulnerado algún derecho constitucional. Sentencia de fecha 13 de junio del 2011, emitida en el Exp. N.° 00275-2011-PA/TC. (Tribunal Constitucional, 2011)

8. Agotamiento de las vías previas:

Cabe recordar que el agotamiento de las vías previas es una causal de improcedencia, prevista tanto por la derogada Ley N.º 23506 como por el inciso 4) del artículo 5º y por el artículo 45º del CPCo vigente. Su finalidad básica es dar a la Administración la posibilidad de revisar decisiones, subsanar errores y promover el autocontrol jerárquico de lo actuado por sus instancias inferiores. Sólo así se limitará la promoción de acciones judiciales precipitadas contra el Estado. Sentencia de fecha 26 de enero del 2007, emitida en el Exp. N.° 01776-2004-AA/TC. (Tribunal Constitucional, 2007)

9. Legitimación activa en el proceso de amparo:

11. En efecto, “... el principio que se establece es que corresponde al titular del derecho interponer la acción si es que se siente o dice sentirse perjudicado por un acto u omisión de autoridad, funcionario o persona que viola su derecho constitucional. De este modo, pues, se excluye la posibilidad de que el proceso de amparo pueda ser promovido por quien no es agraviado, salvo el supuesto de la procuración oficiosa reconocida por el artículo 41° del Código Procesal Constitucional. No hay posibilidad de su articulación por parte de terceros que no sean capaces de demostrar la afectación de un derecho constitucional propio, con excepción de la Defensoría del Pueblo que en tal caso actúa bajo la calidad de legitimado ad processum".

12. En consecuencia, para emitir un pronunciamiento de fondo, el juez que califica la demanda deberá evaluar si el accionante es, en efecto, el titular del derecho constitucional invocado. Sentencia de fecha 09 de noviembre del 2007, emitida en el Exp. N.° 3081-2007-PA/TC. (Tribunal Constitucional, 2007)


10. De la defensa de los intereses de los consumidores y usuarios:

En función de la proyección normativa de los principios anteriormente reseñados u otros sobre la materia, se aprecia, en concreto, que en el artículo 65° de la Constitución aparecen las dos obligaciones estaduales siguientes:
 
a) Garantizar el derecho a la información sobre los bienes y servicios que están a su disposición en el mercado.  Ello implica la consignación de datos veraces, suficientes, apropiados y fácilmente accesibles.
 
b) Velar por la salud y la seguridad de las personas en su condición de consumidores o usuarios. Ello implica que se asegure que los productos y servicios ofertados en el mercado deben ser tales que, utilizados en condiciones normales o previsibles, no pongan en peligro la salud y seguridad de los consumidores o usuarios. Sentencia de fecha 20 de julio del 2011, emitida en el Exp. N.° 01865-2010-PA/TC. (Tribunal Constitucional, 2011)




























VII. DOCTRINA




1. LOS PROCESOS CONSTITUCIONALES

Los procesos constitucionales en su conjunto garantizan la primacía de la Constitución y la plena vigencia de los derechos fundamentales, por ende, son instrumentos a través de los cuales los ciudadanos y las instituciones podrán hacer valer sus derechos fundamentales contenidos en la Carta Magna cuando sean vulnerados o se vean amenazados.

Las garantías que reconoce la Constitución en su artículo 200° son seis, a ellos se suma un séptimo (proceso competencial) desarrollado por el Código Procesal Constitucional (Ley N° 28237); mismo cuerpo legal que les otorga el nombre de procesos, los que pasamos a mencionar de manera sucinta:
i)     El proceso de hábeas corpus, procede contra cualquier acción u omisión de cualquier autoridad, funcionario o persona que vulnera o amenace la libertad personal o sus derechos constitucionales conexos.
ii) El proceso de amparo, protege los otros derechos reconocidos por la Constitución que no tengan cautela por medio del hábeas corpus y el hábeas data.
iii) El proceso de hábeas data, que garantiza el derecho que tiene toda persona a solicitar sin expresión de causa la información que requiere y a recibirla de cualquier entidad pública; asimismo, el derecho a que los servicios informáticos no suministren informaciones que afecten la intimidad personal y familiar, el derecho al honor y a la buena reputación.
iv) El proceso de inconstitucionalidad, que procede contra aquellas normas que tienen rango de ley (leyes, decretos legislativos, decretos de urgencia, tratados, reglamentos del Congreso, normas regionales de carácter general y ordenanzas municipales) que por el fondo o la forma pretendan contravenir, desconocer o adulterar la Constitución; tiene por finalidad hacer prevalecer el principio de primacía de la Constitución.
v) El proceso de acción popular, que procede contra toda infracción de la Constitución o la Ley, y otras normas de menor jerarquía, cualquiera sea la autoridad de la que emanen.
vi) El proceso de cumplimiento, que garantiza la ejecución por parte de cualquier autoridad o funcionario público renuente a acatar una norma legal o un acto administrativo que está obligado a cumplir (Castillo, 2011). 
vii) El proceso competencial, procede cuando un poder del Estado o entidad pública interfiere en las atribuciones de otros órganos que le fueron asignados por la Constitución. 

1.1. LA ESENCIA DE LOS PROCESOS CONSTITUCIONALES

Los procesos constitucionales nacen con la finalidad de garantizar al máximo posible la plena vigencia de nuestra Constitución y la plena realización de la Persona como fin en sí misma, por ende, adquiere un carácter instrumental que viene a formar parte de su esencia.

De lo expuesto podemos inferir una serie de exigencias procesales que han de singularizar a los procesos constitucionales, de los cuales mencionaré al menos dos. Una es el carácter constitucional del objeto protegido. Como se sabe, la Constitución es la norma suprema pero no es la única norma del ordenamiento jurídico. A partir de ella y hacia abajo existen una serie de normas jurídicas que adoptan la forma de leyes o de reglamentos. La regulación que dispongan estas leyes y reglamentos están vinculadas con las disposiciones constitucionales, pero lo están de un modo indirecto y derivativo. Las agresiones que se produzcan contra el nivel infraconstitucional no puede ser objeto de acción a través de los procesos constitucionales, disponerlo sería desnaturalizarlos.

Ahora bien, los derechos fundamentales cuentan con un contenido constitucional, pero también cuentan con un contenido infraconstitucional (legal y reglamentario). La esencia de los procesos constitucionales que defienden derechos fundamentales exige que sólo se activen cuando está en juego el contenido constitucional del derecho fundamental, más no cuando están en juego simplemente su contenido infraconstitucional.

Otro carácter atribuible a la esencia de los procesos constitucionales es la sumariedad. Los procesos constitucionales son garantías reactivas que se activan cuando se ha producido una agresión a la Constitución. Debido a la importancia que para la realización plena de la Persona representa la Constitución, exigido es que el proceso que se destine a enfrentar la agresión constitucional permita dar una respuesta rápida y efectiva. Disponer procesos largos y poco efectivos resulta siendo contrario a la forma debida de disponer su desenvolvimiento, por ser contraria a las exigencias que brotan de su esencia.

Estas características esenciales singularizan a los procesos constitucionales y los diferencian de los procesos judiciales ordinarios. En palabras del Tribunal Constitucional, "la consagración constitucional de estos procesos les otorga un especial carácter, que los hace diferentes de los procesos ordinarios". Si bien es cierto a través de los procesos ordinarios puede terminar defendiéndose la Constitución y los derechos fundamentales, tal defensa ni es su objetivo natural, ni tiene las características de sumariedad y eficacia reclamada por la finalidad de los procesos constitucionales. Esta diferencia si se quiere de carácter sustantivo, tiene necesarias consecuencias sobre la regulación procesal en uno y otro caso.[footnoteRef:1] [1:  	Castillo Córdova, Luis (2011). “Procesos Constitucionales y Principios Procesales”, Libro “Derecho Procesal Constitucional”, Editorial Ediciones Legales, págs. 111-112.  
  ] 



1.2. FINALIDAD

Los procesos constitucionales son medios de defensa de los derechos reconocidos en la Constitución Política y su finalidad es garantizar la supremacía de la Constitución sobre cualquier otra norma vigente; estos mecanismos están destinados a garantizar la plena vigencia de la Constitución y los derechos amparados en ésta, preservando su vigencia plena.

Los procesos constitucionales deben tramitarse y ejecutarse en forma sumaria y deberán ser consideradas como válidas cuando se interpongan ante una acción y omisión que amenaza o viola los derechos constitucionales buscando reponer las cosas al estado anterior de dicha amenaza o violación (Chaname, 2011).



1.3. LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES COMPETENTES

El Código Procesal Constitucional armónicamente con lo previsto en la Constitución, prevé que los procesos constitucionales son de competencia, unos de manera exclusiva y otros mancomunadamente, de dos (02) organismos con reconocimiento constitucional, estos son: el Tribunal Constitucional y el Poder Judicial.

1.4. CLASIFICACIÓN

Clasificaremos los procesos constitucionales por la función y finalidad que cumplen:

· Los que defienden los derechos constitucionales y tienen como finalidad el reponer el derecho -constitucional- vulnerado a la situación previa de su vulneración o eliminar la amenaza contra esta. Aquí aparecen los procesos de hábeas corpus, amparo y hábeas data.
· Los que defienden la jerarquía normativa del orden jurídico y resuelven los conflictos de competencia entre órganos públicos creados por la Constitución. Aquí aparecen la acción popular, el proceso de inconstitucionalidad, el proceso de cumplimiento y el proceso competencial.



1.5. AUSENCIA DE ETAPA PROBATORIA EN LOS PROCESOS CONSTITUCIONALES 

Por la naturaleza manifiestamente ilegítima de los actos lesivos que agravian los derechos constitucionales, los procesos para su protección no tienen estación probatoria, ello no quiere decir que no puedan presentarse pruebas, sino que ellas no signifiquen o requieran actuación llámese inspecciones judiciales, tasaciones, etc., de lo contrario tal pretensión devendría en improcedente. Ello es así porque los procesos constitucionales no tienen por objeto la declaración sobre la titularidad de un derecho sino su restitución o prevención. 

Siendo así, se entiende que los procesos constitucionales sólo tienen por finalidad proteger o reponer el ejercicio de un derecho reconocido en la constitución, cuando el demandante resulte ser el titular del mismo, ya que la garantía constitucional básicamente analizará si el acto reclamado es o no lesivo de aquel derecho con rango Constitucional; por lo tanto, a través de estos procesos no se podrá peticionar la declaración o la adjudicación de un derecho, dado que en ellos no se ventilan cuestiones tendientes a obtener la titularidad de un derecho, sino únicamente a proteger o restablecer su ejercicio; es por ello que las pruebas que se presenten deben ser de actuación inmediata, tal como lo establece el Código Procesal Constitucional, en su artículo 9°.

Ahora bien, la prueba en un proceso constitucional, tiene el sentido de inmediata, instantánea e indubitable; es decir, que sobre la misma no deba de existir duda alguna de su veracidad y que a su vez logren crear convicción al juez; no obstante ello, como ya ha sido señalado, no impide que el juez de la causa no acopie el material probatorio que considere necesario para resolver, o que a su solicitud se actúe determinadas pruebas de actuación inmediata que considere necesarias.

Sin embargo, la única limitación que se plantea es temporal, pues la realización de estas diligencias no deberá dilatar los términos o plazos procesales previstos para los procesos constitucionales.[footnoteRef:2] [2:  Quiroga León, Aníbal (2009). “Código Procesal Constitucional Comentado – Homenaje a García Belaunde”. Editorial Adrus, págs. 214-215.
] 




1.6. LOS PROCESOS CONSTITUCIONALES DE LIBERTAD

Manifiesta Salomé Resurrección (2011)[footnoteRef:3] "Que, en nuestro país, los procesos constitucionales de libertad tienen por objeto brindar protección a las personas frente a cualquier autoridad, funcionario o persona que, mediante actos u omisiones, vulnera o amenaza sus derechos fundamentales. El artículo 1° del Código Procesal Constitucional señala, además que este tipo de procesos tiene por finalidad proteger los derechos constitucionales, reponiendo las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación de un derecho constitucional. [3:  Salomé Resurrección, Liliana (2011). “Procesos Constitucionales y Principios Procesales”, Libro “Derecho Procesal Constitucional”, Editorial Ediciones Legales, págs. 8-9.] 


Entre los procesos constitucionales de libertad que consagra la Constitución vigente en su artículo 200° se encuentran: el proceso de hábeas corpus, el proceso de hábeas data y el proceso de amparo. El primero procede en defensa de la libertad individual y demás derechos conexos; el segundo tutela los derechos de acceso a la información pública y a la autodeterminación informativa y finalmente, el proceso de amparo permite tutelar cualquier otro derecho fundamental distinto a los ya mencionados, motivo por el cual su ámbito de protección es más amplio".



1.7. EL PROCESO DE AMPARO

El amparo es un proceso constitucional que puede interponer cualquier persona para demandar ante el órgano jurisdiccional competente la protección o el restablecimiento de cualquier derecho reconocido en la Constitución que no tenga cautela con los procesos del hábeas corpus y el hábeas data; de ahí que tenga por objeto la protección, con carácter de urgencia, de una amplia variedad de derechos fundamentales, ya sea reponiendo las cosas al estado anterior de su violación o cautelando su amenaza.
El proceso de amparo busca garantizar el ejercicio de derechos fundamentales -como dice el Código "de sustento constitucional directo"- y no los que carezcan de tal naturaleza; así, sólo procederá cuando exista un acto u omisión cometido por cualquier autoridad, funcionario o persona que lesione o amenace tales derechos, siempre que se hayan agotado las vías previas, salvo que ellas no sean idóneas, o que no exista una vía judicial igualmente satisfactoria, dado que este tiene carácter residual, y que se haya demandado dentro del plazo establecido para su interposición (Abad, 2008, pág. 678-679). 



1.7.1 DERECHOS QUE PROTEGE EL PROCESO DE AMPARO

El amparo cautela una serie de derechos constitucionales, con excepción de aquellos que encuentran protección en los procesos de hábeas corpus y el hábeas data. Es así, que el Código Procesal Constitucional, en su artículo 37°, enumera gran parte de los derechos constitucionales que protege el proceso de amparo, consignando en el último de sus incisos los demás derechos que la Constitución reconoce.

En ese sentido, el Código mencionado, en su artículo 38° señala que "no procede el amparo en defensa de un derecho que carece de sustento constitucional directo o que no está referido a los aspectos constitucionalmente protegidos del mismo". Esta norma se complementa con lo dispuesto en el artículo 5° numeral 2, que reputa improcedente el amparo cuando "los hechos y el petitorio de la demanda no estén referidos en forma directa al contenido constitucionalmente protegido del derecho invocado". Se trata pues, de circunscribir el amparo a su condición de proceso constitucional estrictamente referido a la protección de derechos constitucionales; y de proceso excepcional, distinto a los procesos judiciales ordinarios o especiales de otra índole (Abad S. y., 2004, págs. 65-66).

En la misma línea, Castillo Córdova (2009) añade "Que, el artículo 37° del Código Procesal Constitucional recoge una lista de derechos fundamentales cuya protección corre por cuenta del proceso de amparo. Es necesario poner de manifiesto que cuando se trata del estudio de los procesos	 constitucionales, lo que interesa analizar es el contenido constitucional de los derechos fundamentales, en la medida que será ese y no otro el nivel jurídico protegido por garantías constitucionales como el amparo, el hábeas corpus y el hábeas data. Al ser la Constitución, el nivel jurídico supremo dentro de un Estado Constitucional, deberá reconocerse que el contenido constitucional significa el contenido esencial del derecho fundamental; es decir, que el nivel constitucional del contenido del derecho fundamental estará conformado por aquellos elementos por los cuales el derecho fundamental es el que es y no es un derecho diferente.

En la función de desvelar el contenido constitucional de un derecho fundamental juega un papel importante el Tribunal Constitucional como Supremo Interprete de la Constitución. Es el que de modo supremo y concreto determina el ámbito general, indeterminado e impreciso de las disposiciones iusfundamentales. Esto justifica sostener la siguiente información: no es posible abordar el estudio de la significación de un derecho fundamental sin acudir a la jurisprudencia que el Tribunal Constitucional ya ha manifestado sobre ese derecho fundamental. Dicho de otra manera, está plenamente justificado que para la determinación del contenido constitucional se acuda a diferentes criterios hermenéuticos que -como precedente vinculante o no- ya ha planteado el Tribunal. Por esta razón, la principal fuente (aunque no la única) desde donde se debe abordar el estudio de los distintos incisos del artículo 37°, debe ser la jurisprudencia del Supremo Intérprete de la Constitución.

En segundo lugar, respecto al mencionado artículo 25° del Código, la primera consecuencia de este inciso es que la lista de derechos que conforman el artículo 37° es una lista abierta y, por tanto, no taxativa. La demanda de amparo procede para defender el contenido constitucional de los derechos ahí recogidos y de todos los demás derechos que no siendo los derechos a la libertad personal y derechos conexos, y los derechos a la autodeterminación informativa y el derecho de acceso a la información en entidades públicas, estén recogidos en la Constitución. La definición constitucional de la acción de amparo exige que así sea considerado. La segunda consecuencia es que los derechos fundamentales a los que está llamado a proteger el amparo, son tanto los derechos expresamente recogidos en el texto constitucional como los que lo son de modo implícito, no esencialmente relacionados con los derechos protegidos por el hábeas corpus y el hábeas data".[footnoteRef:4] [4:  Castillo Córdova, Luis (2009). "Proceso de Amparo - Derechos protegidos”. En: "Código Procesal Constitucional comentado - Homenaje a Domingo García Belaunde”. Editorial Adrus, Arequipa, págs. 405-406,445-446.] 



1.7.2 	CONTROL DE PROCEDENCIA DEL PROCESO DE AMPARO


Existencia de actos lesivos.
El proceso de amparo, prima facie, no procede contra normas legales ni resoluciones judiciales emanadas de un proceso regular; sin embargo, el Código Procesal Constitucional y la jurisprudencia del Tribunal Constitucional refieren que sí procede contra:


· Actos jurisdiccionales; como las resoluciones que tengan la condición de firmes, siempre que el hecho y la pretensión versen sobre un derecho reconocido y protegido por la Constitución, y que no exista otra vía igualmente satisfactoria.

· Actos de gobierno y de la administración pública.

· Actos parlamentarios, como las leyes autoaplicativas y los actos no legislativos que afecten derechos fundamentales (Landa, 2011).


Control de vías igualmente satisfactorias.

Al referirnos a la naturaleza del amparo, la doctrina es constante en afirmar que se trata de un remedio excepcional, residual y hasta heroico, pues si existen vías distintas (administrativas o judiciales) para proteger los derechos afectados, el amparo no debe proceder. 

El Código Procesal Constitucional ha previsto que el proceso de amparo es un mecanismo excepcional o residual; toda vez que dispone que no puede ser utilizado cuando exista otra vía judicial igualmente satisfactoria que cautele los derechos constitucionales amenazados o vulnerados (artículo 5o inciso 2) (Abad, Samuel, 2008, págs. 134-136).

Como señala Espinosa-Saldaña (2005) "Puede percibirse la intención del legislador de pasar a entender el proceso de Amparo en el Perú con un carácter más bien residual.

Es en ese contexto que se entiende el pedido primero, y la decisión tomada después, de configurar el Amparo peruano como un instrumento procesal al cual únicamente se acude cuando se han agotado todos los mecanismos de protección ordinaria, las denominadas por nuestro actual Código Procesal Constitucional "vías igualmente satisfactorias", requisito que sólo muy excepcionalmente puede dejarse de lado en aquellos casos en los cuales el agotamiento antes mencionado haría irreparable el perjuicio al derecho el cual se busca tutelar.
En abstracto, la modificación introducida parece ser beneficiosa para reconducir al amparo a aquellas condiciones que le permitirían a sus juzgadores cumplir con los plazos y demás requerimientos propios de este proceso constitucional".[footnoteRef:5] [5: 7	Espinoza-Saldaña Barrera, Eloy (2005). "La Consagración del amparo residual en el Perú, sus alcances y repercusiones". En: "Derechos Fundamentales y Derecho Procesal Constitucional". Jurista Editores, Lima, págs. 148,150.
] 

En efecto, el objeto de la exigencia del agotamiento de la vía previa, se halla en preservar el carácter subsidiario del proceso de amparo, evitando de esta manera que el acceso a esta jurisdicción constitucional se produzca sin dar oportunidad a la Administración Pública de pronunciarse y, en definitiva, de remediar la lesión que luego se invoca en la citada garantía constitucional, ya que de conformidad con el artículo 38° de la Constitución, tiene el deber de "respetar, cumplir y defender la Constitución (Rioja, 2009).


El agotamiento de la vía administrativa.

El Código Procesal Constitucional, en su artículo 45°, dispone que únicamente procederá el amparo cuando se han agotado las vías previas; es decir, cuando se haya recurrido hasta la última instancia que pone fin a la vía administrativa; haciendo la precisión que en caso exista duda, prevalecerá el proceso de amparo.

Lo anteriormente establecido, tiene 04 excepciones y se encuentran reguladas en el artículo 46° del Código Procesal Constitucional, los que permitirán optar directamente por el proceso de amparo sin agotar la vía administrativa.



1.7.3	PLAZO PARA INTERPONER UNA DEMANDA DE AMPARO

Respecto del plazo establecido para interponer la demanda de amparo, Mesía (2004) refiere lo siguiente:
Que, el artículo 44° del Código Procesal Constitucional establece las reglas para computar el plazo de prescripción de la demanda. Como en la derogada Ley 23506, la interposición de la acción vence en el plazo de 60 días útiles, también desde que el afectado se hubiese hallado en la posibilidad de interponerla. Pero el Código agrega la expresión siempre "que hubiese tenido conocimiento del acto lesivo", algo que parece más difícil de probar que la imposibilidad de demandar. Está claro, como se colige de la lectura del artículo 44°, que el plazo se empieza a computar cuando cesa la imposibilidad de interponer la demanda o cuando se toma conocimiento del acto lesivo, según lo que corresponda.

Cuando se trata de un acto lesivo que proviene de una resolución judicial, el Código acorta los plazos. En primer lugar, deja en claro que sólo procederá cuando la resolución judicial ha quedado firme, es decir, cuando ya no es posible interponer ningún medio impugnatorio al interior del proceso cuestionado (cosa juzgada formal). Pero el plazo, sólo es de 03 días hábiles, contados al día siguiente de la notificación de la resolución que manda el cumplimiento de lo decidido.

El agotamiento del plazo para interponer la demanda prescribe la acción más no el derecho, el cual podrá restablecerse acudiendo a la vía judicial ordinaria que corresponda. La existencia de plazos perentorios para la interposición del amparo se debe a su naturaleza de eficiencia y de excepcionalidad. Si no se interpone en el plazo de ley, se entenderá que el afectado considera irrelevante la salvaguarda de su derecho Constitucional. Asimismo, el proceso de amparo no procederá cuando por negligencia del agraviado ha prescrito el plazo para hacer valer su derecho; por lo tanto, este será el único responsable cuando su derecho afectado se torne en irreparable.

En resumen, para que el proceso de amparo surta sus efectos, se requiere que el agraviado sea diligente e inmediato para requerir el restablecimiento o protección de su derecho fundamental, sin dejar trascurrir el plazo establecido.

Ahora bien, respecto del inicio del cómputo del plazo de prescripción, el Código establece 06 reglas, las mismas que se encuentran detalladas en su artículo 44°(págs. 338-342).


1.7.4	LEGITIMIDAD ACTIVA


Al referirnos al tema de legitimación, podemos manifestar que el artículo 39° del Código Procesal Constitucional guarda directa relación con la finalidad de todo proceso constitucional. Esto es, con aquellos medios procesales específicos que se encargan de velar, de manera pronta e impostergable, el respeto de la Constitución y la tutela efectiva de los derechos fundamentales. De tal manera que la persona que considere lesionado el ejercicio de un derecho fundamental (o amenazado de modo cierto e inminente) puede interponer una demanda de amparo.

Es decir, la legitimidad activa, corresponde en primer lugar sólo al afectado por el acto lesivo.
Se excluye de este modo, pues, salvo la procuración oficiosa reconocida en el artículo 41° que el proceso de amparo pueda ser interpuesto por terceros cuyos derechos constitucionales no hayan sido afectados, salvo la Defensoría del Pueblo que podría actuar en calidad de legitimatio ad processum.


2. LOS ORGANISMOS REGULADORES DE SERVICIOS PÚBLICOS

Sobre el particular, Tassano (2008) maifiesta extensamente lo siguiente:
Que, muchos Estados en el mundo a través de las gestiones de sus gobiernos de turno han cambiado su rol de dueños y operadores de empresas de servicios dando lugar al establecimiento de acuerdos regulatorios con el fin principal de mejorar la prestación de diversos servicios considerados como esenciales para lograr un adecuado desarrollo económico. En este proceso las entidades denominadas reguladores han jugado un rol crítico dentro del ambiente, influyendo en la implementación de reformas, ante la presencia de la presión del gobierno, del sector privado, de los consumidores y otros grupos de interés.
Así, se advierte que la finalidad de la creación de los organismos reguladores es garantizar un marco institucional de seguridad y estabilidad en las reglas de juego y la inversión.
La idea no es contar con entes reguladores exitosos, sino que los  regulados contribuyan con su labor para tener un sector con un buen desempeño. Para lo cual, es vital internalizar la credibilidad regulatoria, usar los recursos eficientemente, adoptar procesos transparentes, decisiones técnicamente sustentables y predecibles por parte del regulador.

Tres factores determinan la efectividad del ente regulador:

· Un Marco Legal que defina sus funciones y le provea autoridad.
· Recursos disponibles y de libre manejo para realizar sus funciones.
· Capacidad técnica y moral de sus funcionarios.

Por ende, es factible manifestar que el rol del regulador, frente a los intereses de los consumidores, es querer una alta calidad del servicio a tarifas bajas. Mientras que el rol del regulador, frente a los intereses de la empresa regulada, es pretender reglas flexibles y claras para su inversión, con tarifas a la par del costo, la calidad del servicio, una adecuada tasa de retorno, entre otras.
El organismo regulador debe de librar a los consumidores de posibles abusos de las empresas, ya sea por su posición de monopolio en la prestación de un servicio esencial; asimismo, cautelar a los inversionistas de posibles acciones arbitrarias de parte del gobierno, dando garantías de una regulación con eficacia económica.



2.1.1 LOS ORGANISMOS REGULADORES EN EL PERÚ
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En el Perú la creación de gran parte los organismos reguladores de los servicios públicos se dio en el contexto de transformación del rol del Estado en la economía, que se desarrolló durante la última década del siglo XX y que determinó la independización de vastos sectores del mercado, la transferencia al sector privado de cuantiosas empresas estatales y el despilfarro de concesiones de servicios públicos y de obras públicas de infraestructura.
Como consecuencia de la reorientación del papel del Estado en la economía se crearon organismos reguladores de los servicios públicos (Telecomunicaciones -OSIPTEL, Electricidad-OSINERG, Saneamiento-SUNASS) y de las concesiones de obras públicas de infraestructura de transporte (Puertos, aeropuertos, carreteras, vías ferroviarias-OSITRAN).

Cabe precisar que no todos los organismos reguladores fueron creados con anterioridad al proceso de transferencia de propiedad de empresas estatales al sector privado u otorgamiento de concesiones a empresas privadas; sino, según se fue generando la necesidad urgente de regular los servicios públicos entre otros.
Por lo que se determinó emitir la Ley N° 27332 denominada Ley Marco de Organismos Reguladores en Servicios Públicos con el propósito de establecer normas básicas comunes de organización y funcionamiento de tales entidades.
La Ley Marco define a los Organismos Reguladores como Organismos Públicos descentralizados adscritos a la Presidencia del Consejo de Ministros, con personería de derecho público interno y con autonomía administrativa, funcional, técnica, económica y financiera.
36
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Así, en el caso del Perú los organismos reguladores, de la inversión privada en Servicios Públicos, según la Ley Marco, son entidades que:
· Actúan dentro del marco de la normativa vigente establecida para cada tipo de servicio público y la que se derive de los respectivos contratos de concesión.
· Su principal función es de carácter supervisor o de control de la actividad desarrolladas por las empresas prestadoras de servicios públicos y de los compromisos contraídos en los contratos de concesión.
· Ejercen potestades de regulación económica principalmente en materia de determinación de tarifas.
· Promoción de la competitividad en los mercados.
· Determinación de niveles de calidad y cobertura del servicio.
· Garantía de las condiciones de acceso a la actividad y utilización de las redes.
· Solución de controversias y reclamos de usuarios (págs. 89-94).



2.2 	El OSIPTEL

Sobre este organismo, Moscol (2009) nos dice:
Que, el OSIPTEL, se rige por la Ley N° 27332, Ley Marco de los Organismos Reguladores de la Inversión Privada en Servicios Públicos. Esta ley le ha otorgado diferentes potestades a este organismo, además de las establecidas sectorialmente en su norma de creación en normas especiales.
El ámbito de aplicación del organismo es el mercado de servicios públicos de telecomunicaciones; un mercado que presente fallas de mercado y características especiales como: asimetría en la información entre el estado y el concesionario y entre éste y los consumidores, externalidades, poder de mercado, economías de escala y sub aditividad de costos, importantes costos hundidos en el desarrollo de la infraestructura de telecomunicaciones, convergencia e innovación tecnológica. Estas características justifican la existencia de una regulación económica.

Así pues, la actuación de OSIPTEL en el mercado de servicios públicos se manifestará en el concepto de regulación económica, la cual es una técnica de intervención administrativa que Zegarra Valdivia (2005) la califica de regulación administrativa. 
En este mercado de servicios públicos de telecomunicaciones, el OSIPTEL ejerce diversas funciones, todas ellas orientadas a un adecuado desenvolvimiento del mercado y que deben ser ejercidas dentro de los alcances y límites establecidos en su marco normativo.

La ley Marco define las 05 funciones generales para los Organismos Reguladores de la Inversión Privada en Servicios Públicos, y adecuándolas específicamente a OSIPTEL, el autor manifiesta que:

La Función Normativa, permite al OSIPTEL dictar de manera exclusiva y dentro del ámbito de su competencia, reglamentos y normas de carácter general, aplicables a todos los administrados. Esta función es ejercida por el Consejo Directivo de manera exclusiva a través de resoluciones debidamente sustentadas. Asimismo, es de naturaleza indelegable.
Así por ejemplo, cuando OSIPTEL emite una norma como las Condiciones de Uso de los Servicios Públicos de Telecomunicaciones con la finalidad de establecer los derechos y obligaciones de las empresas operadoras y de los abonados, ejerce la función normativa. Esta función se caracteriza principalmente por la emisión de normas de alcance general.
Debe precisarse que esta función incluye la facultad del OSIPTEL de tipificar las infracciones por incumplimiento de obligaciones establecidas por normas legales, técnicas y aquellas derivadas de contratos de concesión, así como por el incumplimiento de las disposiciones reguladoras y normativas que dicte.
Función Reguladora, tiene una relevancia especial en cuanto a la actuación del OSIPTEL como organismo regulador. Como se ha indicado, el mercado de servicios públicos de telecomunicaciones presenta fallas de mercado y otras singularidades que obligan que el regulador tenga que fijar las tarifas de los servicios públicos de telecomunicaciones, cuando una norma legal o los contratos de concesión así lo dispongan.
Función Supervisora, comprende la capacidad de OSIPTEL de verificar que las entidades o actividades supervisadas cumplan con las obligaciones legales, contractuales o técnicas. A manera de ejemplo, se puede citar que OSIPTEL es responsable de supervisar el cumplimiento por parte de las empresas operadoras de las obligaciones en sus contratos de concesión administrativa suscritos con el Estado.
Esta función también se ejerce cuando este organismo verifica el cumplimiento de cualquier mandato o resolución emitida o de cualquier otra obligación que se encuentre a cargo de la entidad o actividad supervisada.

Función Fiscalizadora y Sancionadora, faculta a OSIPTEL a imponer sanciones dentro de su ámbito de competencia por el incumplimiento de obligaciones derivadas de normas legales o técnicas, así como las obligaciones contraídas por los concesionarios en los respectivos contratos de concesión. Esta función le otorga la herramienta a OSIPTEL para sancionar aquellas conductas que transgredan las normas legales.
Finalmente, la Función de Solución de Controversias, pues en el mercado de servicios públicos de telecomunicaciones se pueden presentar conflictos entre las empresas operadoras, y entre estas y los abonados y usuarios de los servicios. Estos conflictos, en el primer caso, pueden estar referidos a las normas de competencia, al acceso a la red, a la interconexión, entre otros aspectos. En el segundo caso, los problemas pueden derivar de facturaciones erradas, interrupciones del servicio, la no instalación de una línea telefónica. Estos conflictos requieren ser resueltos de manera pronta y especializada, dadas las características antes expuestas (págs. 261-268).



















IX.     SÍNTESIS ANALÍTICA DEL TRÁMITE PROCESAL


La ciudadana Leyler Torres del Águila, en fecha 12 de agosto del 2002, ante el Juzgado Especializado en lo Civil de Leoncio Prado –Tingo María de la Corte Superior de Justicia de Huánuco, interpuso demanda de amparo contra El OSIPTEL, y la empresa Telefónica Móviles S.A.C., con el objeto de que se deje sin efecto la Resolución N° 01 emitida por El OSIPTEL en el Expediente N° 3901-2002/TRASU/GUS/RA, de fecha 18 de junio del 2002, mediante la cual dicho organismo declaró -según la demandante-, en primer lugar, improcedente su recurso de apelación, para luego, en segundo lugar, declarar infundado el mismo pedido en clara contravención de normas expresas del ordenamiento; ordenándole el pago por un servicio que jamás recibió de la empresa operadora.
Es menester mencionar que el proceso de amparo materia de análisis fue llevado bajo las disposiciones establecidas en la Ley N° 23506 – Ley de Hábeas Corpus y Amparo, vigente hasta el 30 de diciembre del 2004. El proceso se inició en agosto del 2002 y concluyo en marzo del 2004. Un mes después, el 31 de mayo del 2004 se publica la Ley N° 28237 – Código Procesal Constitucional, que entró en vigencia seis (06) meses después de su publicación (01 de diciembre del 2004).
El proceso de amparo procede cuando un derecho reconocido en la Constitución es violado o amenazado por acción u omisión de cualquier autoridad, funcionario o persona, para lo cual, el demandante en su petitorio debe especificar de modo claro y concreto su pretensión, identificando, principalmente, cual es el acto u omisión que viola o amenaza su derecho constitucional y cuál o cuáles son estos derechos violados o en amenaza.
Sin embargo, la demandante, al interponer su demanda ante el Juzgado Especializado en lo Civil de Leoncio Prado – Huánuco (por ser el juez competente por razón de grado, materia y territorio), no señaló de manera puntual cuál es el derecho constitucional vulnerado -o cual sería la amenaza- por la Resolución N° 1 emitida por el TRASU de El OSIPTEL, tampoco identificó al agresor de su derecho constitucional, pues accionó contra la empresa Telefónica y El OSIPTEL. Considero que debió de ser más específica y clara al momento de sustentar su demanda.
Con Resolución de fecha 06 de agosto del 2002, el Juzgado Especializado en lo Civil de la Provincia de Leoncio Prado – Huánuco admitió la demanda y de conformidad con lo establecido en el artículo 30° de la Ley N° 23506, corrió traslado a los demandados otorgándoles el plazo de 03 días para que contesten la demanda.
Es así, que en fecha 19 de setiembre de 2002, El OSIPTEL, debidamente representado por Luciano Barchi Velaochaga, se apersonó al proceso y contestó la demanda negándola y contradiciéndola en todos sus extremos.
Seguidamente, en fecha 20 de setiembre de 2002, Telefónica Móviles S.A., debidamente representada por Javier Alejandro Vega Glados, se apersonó al proceso y contestó la demanda, también, negándola y contradiciéndola en todos sus extremos.
En fecha 02 de octubre de 2002, el Juzgado Civil tuvo por contestada la demanda de parte de Telefónica Móviles S.A.C; sin embargo, el 17 de octubre, al advertir que en la contestación de la demanda el apoderado de Telefónica Móviles S.A.C no cumplió con adjuntar la constancia de habilitación del Colegio de Abogados, lo que implica un vicio en la tramitación del proceso, declaró la nulidad de la resolución de fecha 02 de octubre de 2002 y declaró inadmisible la contestación de la demanda, concediéndole un día para que cumpla con presentar la boleta de habilitación del abogado, bajo apercibimiento de tenerse por no presentado el escrito de contestación.
Continuando con el proceso, el 18 de octubre de 2002, dicho Juzgado admitió a trámite la contestación de la demanda por parte de El OSIPTEL.
La empresa Telefónica Móviles S.A.C., en fecha 24 de octubre de 2002, presentó la subsanación de su escrito declarado inadmisible, sin embargo, lo hizo fuera del plazo concedido por el Juzgado, razón por la que éste último, en fecha 25 de octubre del 2002, resolvió tener por no presentada su contestación a la demanda.
Es así que el 07 de enero de 2003, aproximadamente dos meses y medio después, el Juzgado expidió sentencia declarando Improcedente la demanda de amparo al considerar que no hubo amenaza a derecho constitucional alguno, y que por tratarse de una situación litigiosa éste debe ventilarse en la vía procedimental ordinaria.

Sobre lo último acotado, la derogada Ley N° 23506, en su artículo 32° estableció que vencido el plazo para la contestación de la demanda, con o sin ella, el Juez debe resolver la causa dentro de los tres días siguientes; como hemos podido advertir en el párrafos precedentes, lamentablemente estos plazos no se cumplen, lo que hace ineficiente al proceso de amparo.
No estando de acuerdo con la decisión del Juzgado Especializado en lo Civil de Leoncio Prado – Tingo María, ante el mismo, en fecha 14 de enero del 2003, la demandante interpuso recurso de apelación contra la mencionada decisión, solicitando se revoque la resolución impugnada.
El recurso de apelación, tiene por finalidad que una instancia superior jerárquicamente, efectúe un examen al contenido de la sentencia emitida por un órgano de primera instancia sobre aspectos de la interpretación, aplicación del derecho, o en la apreciación de los hechos o de la prueba. En el caso en comento dicha competencia recayó en la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Huánuco.
Es así que, en fecha 23 de enero de 2003, el Juzgado remitió el expediente a la Sala Civil Superior de la Corte antes citada; esta última en fecha 28 de enero de 2003, ordenó a las partes para que en el plazo de tres días cumplan con expresar agravios.
El 27 de enero del mismo año, la demandante solicitó informe oral a la Sala Civil, por lo que ésta última, en fecha 28 de dicho mes tuvo por apersonado a esta instancia a ésta parte procesal y dispuso tener por presentada la solicitud de informe oral en su oportunidad.
Seguidamente, en fecha 04 de febrero del 2003, la empresa Telefónica Móviles S.A.C. presentó su escrito solicitando a la Sala la concesión de 10 minutos para que presente su informe oral; la Sala tuvo por apersonada en la instancia a la parte demandada, teniendo por presentada en su oportunidad la solicitud para su informe oral.
En fecha 05 de febrero del mismo año, el Secretario de la Sala Civil, informó al Presidente de la Sala que habiendo sido notificadas las partes con la resolución de fecha 28 de enero del 2003, estas no han cumplido con expresar agravios.
En la misma fecha, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 34° de la Ley N° 23506, la Sala Civil notificó los autos al Fiscal Superior para la emisión del dictamen correspondiente.

El 18 de febrero de 2003, la Fiscalía Superior en lo Civil de Huánuco emitió el dictamen correspondiente opinando que se confirme la sentencia apelada que declaró Improcedente la demanda de amparo de la ciudadana Leyler Torres Del Águila.
Es menester referir que en el proceso de amparo regulado por el vigente Código Procesal Constitucional, se ha excluido -en dicha etapa- la intervención del Ministerio Público y su rol dictaminador por la necesidad de agilizar esta jurisdicción constitucional. 
En fecha 04 de marzo de 2003 se llevó a cabo la vista de la causa, en la que ninguna de las partes informó oralmente debido a su inconcurrencia.
Es así que el 14 de marzo de 2003, la Sala Civil Superior de la Corte Superior de Justicia de Huánuco expide sentencia confirmando la apelada por considerar que en el amparo no existe etapa probatoria, la cual sería necesaria para probar si la demandante recibió o no el servicio de la empresa Telefónica, y porque en el amparo no se puede declarar o establecer la existencia de un derecho constitucional como el de las libertades, ello debido a que la demandante no especificó cuál de sus derechos de libertad violó EL OSIPTEL con su Resolución N° 01.

No conforme con lo resuelto por la Sala Civil Superior, la demandante, en fecha 20 de marzo de 2003, interpone recurso de nulidad contra la resolución expedida por la citada Sala, teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 35° de la Ley N° 23506, el cual refería que contra la Resolución de la Corte Superior cabe interponer recurso de nulidad, el mismo que sería resuelto por la Corte Suprema.
Sin embargo, sobre lo expresado en el párrafo precedente, es menester referir que a partir del 07 de enero de 1995, en virtud de lo establecido en la Cuarta Disposición Transitoria de la Ley N° 26435, la Corte Suprema ya no tenía competencia para conocer en ultima y tercera instancia sobre las acciones de garantía. 
La última ley referida, dispuso que contra las resoluciones denegatorias expedidas por las Cortes Superiores o por la Sala Constitucional de la Corte Suprema -si se trata de una demanda de amparo contra una resolución judicial- procede el recurso extraordinario, que será resuelto por el Tribunal Constitucional; es por ello que, en fecha 21 de marzo de 2003, la Sala al percatarse que la demandante ha interpuesto recurso de nulidad, supliendo la deficiencia procesal en la que incurrió la demandante, concedió recurso extraordinario y ordenó remitir el expediente al máximo órgano de control de la constitucionalidad.
Es preciso referir que el Código Procesal Constitucional vigente denomina al desplazado recurso extraordinario como recurso de agravio constitucional, el mismo que solo permite el acceso al Tribunal Constitucional cuando la resolución de última instancia declare improcedente o infundado la demanda, ello de conformidad con lo señalado en el inciso 2. del artículo 202°, de nuestra Constitución Política, que a la letra establece que corresponde al Tribunal Constitucional “Conocer, en última y definitiva instancia, las resoluciones denegatorias de hábeas corpus, amparo, hábeas data, y acción de cumplimiento”.
En fecha 24 de marzo de 2004, la Sala Primera del Tribunal Constitucional emitió sentencia resolviendo lo siguiente:
· Declaró que El OSIPTEL afectó el derecho constitucional de la recurrente a una protección especial en su condición de consumidora y usuaria del servicio público de telefonía.
· Declaró que Telefónica Móviles S.A.C. incurrió en el supuesto del abuso del derecho que el artículo 103° de la Constitución no ampara.
· Declaró nulo el ordinal N° 02 de la parte resolutiva de la Resolución N° 01, expedida por El OSIPTEL.
· Declaró improcedente cualquier cobro que Telefónica Móviles S.A.C. pretenda imponer a la recurrente en relación con el servicio público de telefonía móvil derivado del teléfono N° 69657126, toda vez que dicho servicio nunca se le prestó.
· Ordenó que El OSIPTEL y a Telefónica Móviles S.A.C. paguen las costas del juicio, en forma solidaria.
· Mandó que El OSIPTEL y Telefónica Móviles S.A.C. paguen a la recurrente, en forma solidaria y como indemnización, el monto equivalente a de 3 UIT (Unidad Impositiva Tributaria).
De acuerdo a lo que estableció la Ley N° 26435, en su artículo 45°, el fallo del Tribunal Constitucional agotaba la jurisdicción interna, en otras palabras, sobre su fallos no cabían recurso impugnatorio alguno	por ser ésta la última y definitiva instancia de las acciones de garantía; actualmente el Código Procesal Constitucional, en su artículo 121°, de manera expresa establece que contra las sentencias del Tribunal Constitucional no cabe impugnación alguna, sin embargo, refiere que si es posible que pueda aclarar algún concepto o subsanar cualquier error material u omisión en que hubiese incurrido en la misma.

X.     OPINIÓN ANALÍTICA DEL TRATAMIENTO DEL ASUNTO SUB - MATERIA


Cabe precisar que el caso expuesto gira en torno a la negativa de la demandante Leyler Torres Del Águila en pagar los recibos de los meses de diciembre del 2001, enero y febrero del 2002, expedidos por la empresa Telefónica Móviles como consecuencia del contrato de abonado que celebraron las partes; negativa que asumió la demandante al no poder hacer uso del servicio de telefonía debido a que la citada empresa le vendió un equipo celular malogrado, el mismo que devolvió para su reparación y no le fue devuelto oportunamente.
En efecto, a través de la Carta de fecha 25 de febrero de 2002, la demandante, comunicó a la empresa Telefónica Móviles que no realizaría ningún pago por los recibos de diciembre y enero; ante lo cual, la empresa Telefónica en su escrito de fecha 13 de marzo del 2002, contestó a la demandante señalándole que su reclamo fue declarado extemporáneo por haber excedido el plazo de 15 días hábiles al vencimiento de dichos recibos, no obstante le refiere que al verificar que no registra tráfico de llamadas en los meses de diciembre de 2001 y enero de 2002, han procedido a realizar el ajuste de US$26.98 por el recibo de diciembre de 2001, según Nota de Crédito N° 280-0004846, y US$30.99 correspondiente al recibo de enero del 2002, según Nota de Crédito N° 280-0004847; notas de crédito que le fueron remitidos adjunto a la demandante.
Cabe precisar que al brindar dicha respuesta, la empresa Telefónica incurrió en error al mencionar que efectuó los ajustes a los recibos de diciembre del 2001 y enero del 2002, cuando en realidad lo hizo sobre los recibos de enero y febrero del 2002 (ver recibos C14-016892, con fecha de emisión del 25 de enero del 2002, y C14-017155, con fecha de emisión 10 de febrero del 2002).
Seguidamente la empresa Telefónica, en el mismo escrito del 13 de marzo del 2002, solicita a la demandante que se apersone a la oficina comercial de su localidad con la finalidad de cancelar el saldo registrado, ya que el descuento realizado por los meses de enero y febrero del 2002 no se visualizarían en los bancos.
Ahora bien, si revisamos los importes de los recibos de enero y febrero del 2002 y los contrastamos con los importes de las notas de créditos emitidos por Telefónica a favor de la demandante, nos daremos cuenta que los importes son los mismos; es decir que la empresa Telefónica al emitir las notas de crédito estaba efectuando la cancelación total de los importes de ambos recibos, por lo tanto, la demandante no tenía que pagar ningún importe de los recibos de enero y febrero del 2002; lo cual se habría materializado si la demandante se hubiera acercado a las oficinas de Telefónica a cancelar los recibos con las notas de crédito que le remitió la empresa Telefónica con su escrito de fecha 13 de marzo del 2002. En defensa de la demandante, quizá sirva añadir que la empresa Telefónica en su respuesta debió usar el término anulación en vez de descuento.
Sin embargo, la demandante a través de su escrito de fecha de abril del 2002, presentado ante la empresa Telefónica el 24 de abril del mismo año,  equivocadamente insiste en no cancelar los recibos antes señalados (enero y febrero); el mismo que es considerado como un recurso de apelación y por ende es elevado al Tribunal Administrativo de Solución de Reclamos de Usuarios (TRASU), a fin de que emita su pronunciamiento como segunda y definitiva instancia administrativa.
Es por ello, que el referido Tribunal de El OSIPTEL, a través de su Resolución N° 01, emitido en el Expediente N° 3901-2002/TRASU/GUS/RA, en el artículo 1. de la parte resolutiva, resuelve declarar improcedente el recurso de apelación de la demandante respecto a su reclamo por los recibos de cargo fijo de los meses de enero y febrero del 2002, debido a que la empresa Telefónica en primera instancia a estimado la procedencia de su reclamo al emitir las notas de crédito a su favor.
Seguidamente, en el artículo 2. de la misma resolución el citado Tribunal declara infundado su recurso de apelación respecto al reclamo por el recibo del mes de diciembre del año 2001, debido a que su recurso ha sido presentado fuera del plazo de los quince (15) días establecido en la “Directiva que establece las normas aplicables a los procedimientos de atención de reclamos de usuarios de servicios públicos de Telecomunicaciones”, aprobado con Resolución de Consejo Directivo N° 015-99-PD/OSIPTEL, por lo tanto, confirma la resolución emitida por la empresa Telefónica en primera instancia, y consecuentemente ordena a la demandante cumpla con cancelar el monto del recibo del mes de diciembre del 2001.
Respecto de lo último resuelto por el TRASU, esto es, la denegación del reclamo de la demandante por el recibo del mes de diciembre del 2001 por haber sido presentado fuera del plazo establecido, cabe advertir que el Tribunal Constitucional en el fundamento 2. de su Sentencia emitida en el caso materia de análisis, también desestima este extremo de la demanda al considerar que la demandante no ha agotado, en forma debida, la vía administrativa, tal como lo exige el artículo 27° de la Ley N° 23506. En otras palabras, confirmó lo resuelto por el TRASU de El OSIPTEL bajo el mismo fundamento (el recurso de apelación fue presentado fuera del plazo establecido).
Por lo tanto, en mi opinión El OSIPTEL no habría afectado el derecho constitucional a una protección especial en su condición de usuaria del servicio público de telefonía de la demandante.
Sin embargo, el Tribunal Constitucional en el fundamento 3. de su sentencia, se equivoca al referir que el artículo 2. de la parte resolutiva de la Resolución N° 01 del TRASU del El OSIPTEL declaró infundado el recurso de apelación interpuesto por los recibos de enero y febrero del 2002; cuando en verdad lo que declaró infundado el TRASU en dicho artículo 2. fue el reclamo por el recibo del mes de diciembre del 2001.
Es a partir de esa idea errada que el Tribunal Constitucional empieza su análisis del caso y a fundamentar su fallo, pues en el mismo fundamento termina señalando que a juicio de El OSIPTEL, el agravio causado había cesado cuando la empresa Telefónica Móviles dispuso la reducción de la deuda de la demandante.
Como vemos, el Tribunal Constitucional en su análisis continúa incurriendo en error al hablar de reducción de la deuda, pues como ya hemos advertido precedentemente, el reclamo de la demandante sobre este extremo fue declarado fundado por la empresa Telefónica en primera instancia, por lo que dicha empresa emitió dos (02) notas de crédito a favor de la demandante con la finalidad de cancelar los montos de los recibos de enero y febrero del 2002; cuya suma -de ambos montos- asciende al total de US$. 57.97.
Seguidamente, el máximo intérprete de la Constitución sustenta su argumento de reducción de la deuda, en un documento de fecha 08 de julio del 2002, en el que efectivamente la empresa Telefónica Móviles comunica a la demandante que a su deuda vencida de US$/. 97.97, por única vez, le efectuarían un ajuste US$/. 30.00; sin embargo, el Tribunal Constitucional no se percató que dicho documento es de fecha posterior a la de la Resolución N° 01 del TRASU (18 de junio del 2002); es decir, que dicho documento no formó parte del expediente que tuvo a la vista el TRASU al momento de resolver el recurso de apelación de la demandante.
Por tanto, insisto, no se puede señalar que El OSIPTEL incumplió ese deber especial de protección de los derechos de los usuarios y consumidores, toda vez que el Tribunal Constitucional en su análisis valoró un documento que EL TRASU de EL OSIPTEL no tuvo conocimiento y menos pudo tener acceso por ser de fecha posterior a la emisión de su Resolución N° 01 que fue materia de impugnación.
Continuando, es menester referirme respecto a lo considerado por el Tribunal Constitucional en el último párrafo del fundamento 23. de su sentencia, esto es, que El OSIPTEL no ejerció debidamente su deber especial de protección de la dimensión negativa de la libertad contractual de la demandante, debido a que una cláusula del contrato suscrito entre las partes, obligaba a la demandante a mantenerse ligada a la empresa Telefónica por un lapso de tiempo determinado, así como, al pago de un cargo fijo; consideración que -además- llevó al Tribunal Constitucional a declarar, en el numeral 2. de su fallo, que la empresa Telefónica incurrió en abuso de derecho que el artículo 103° de la Constitución no ampara.
Al respecto, cabe mencionar que el cargo fijo es un pago mensual que efectúa el usuario por el servicio de telefonía (hacer llamadas) que la empresa operadora le brinda, independiente de que éste haga o no uso del servicio; obligación y prestación que necesariamente se encuentra plasmado en un contrato de abonado que suscriben las partes. Dentro del cual -actualmente- se establece un plazo forzoso (de seis meses) en el que el usuario no podrá resolver el contrato sino por causa válida; culminado el plazo el abonado podrá desvincularse de manera libre; sin embargo, en la fecha en que ocurrieron los hechos no se encontraba regulado plazo forzoso alguno, sino, de acuerdo al artículo 7° de las “Condiciones de Uso de los Servicios Públicos Móviles”, aprobado mediante Resolución de Consejo Directivo N° 002-2000-CD/OSIPTEL, todo contrato de abonado tenía la duración indeterminada, salvo pacto expreso en contrario.
Ahora bien, del documento Ficha de Datos del Cliente, suscrito por la empresa Telefónica y la demandante, se desprende que estas pactaron la prestación del servicio por la permanencia mínima de doce (12) meses, razón por la que, la empresa Telefónica en su documento de respuesta de fecha 13 de marzo del 2002, le solicita a la demandante que se acerque a la oficina comercial en la ciudad de Tingo María a fin de que le entreguen el equipo reparado, precisándole que aún quedaban diez (10) meses de permanencia con dicha empresa.
En ese sentido, no es cierto que la empresa Telefónica no haya querido o se haya desentendido de brindar el servicio y, pese a ello, seguir cobrando el monto de cargo fijo por los meses restantes que dure la permanencia, por el simple hecho que las partes acordaron en un contrato, lo cual sí resultaría arbitrario y un abuso de derecho de parte de la citada empresa como lo ha entendido el Tribunal Constitucional, sino que la demandante desde el inicio de su reclamo desconoció el contrato de abonado aduciendo -justamente- que no pagaría los recibos porque le vendieron un equipo malogrado, por lo que solicitó la devolución de su dinero señalando que no quería ningún celular malogrado, razón por la que no se apersonó a recoger el equipo móvil a pesar que recién había trascurrido tres (03) meses del plazo de permanencia estipulado en dicho contrato. Aspecto que no valoró el máximo intérprete de la Constitución. 
Sobre lo último expuesto, es menester advertir que en el caso materia de análisis, las partes habrían celebrado dos (02) contratos, uno por la adquisición del aparato móvil  y el otro por el servicio de telefonía, que si bien es cierto ambas son imprescindibles para el disfrute del servicio público de telecomunicación por estar conexos, sin embargo, son operaciones distintas que producen derechos distintos, y por ende, requieren protección distinta; el primero transfiere la propiedad del móvil, mientras que el segundo, permite el disfrute del servicio público de telefonía.
En tal sentido, advertimos que la causa que generara el reclamo de la demandante y posteriormente el litigio entre las partes, fue el equipo celular malogrado que le habría vendido la empresa Telefónica.
Sobre este punto, cabe mencionar que de acuerdo con lo establecido en el artículo 20° del Reglamento General del El OSIPTEL, aprobado con Decreto Supremo N° 008-2001-PCM, dicho organismo ejerce funciones sobre las actividades que involucran la prestación de los servicios públicos de telecomunicaciones; en ese sentido, la demandante lo que debió hacer, desde el principio, es reclamar por el equipo defectuoso y de ser necesario recurrir a la Comisión de Protección al Consumidor del Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual (INDECOPI) para hacer valer su derecho como consumidora.
Situación que el Tribunal Constitucional no tuvo en cuenta al efectuar el análisis del caso, por lo que concluyó sentenciando que El OSIPTEL afectó el derecho constitucional de la recurrente a una protección especial en su condición de consumidora y usuaria del servicio público de telefonía; asimismo, declaró que la empresa Telefónica habría incurrido en el supuesto del abuso del derecho, entre otros.
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